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PETICIÓN P-12.341
ADMISIBILIDAD

JAMES WILSON CHAMBERS
ESTADOS UNIDOS
22 de julio de 2011
I.
RESUMEN

1. El 9 de noviembre de 2000 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión”, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por James Oury de Oury Clark Solicitors (en adelante, “el peticionario”) contra los Estados Unidos de América (en adelante, “Estados Unidos” o “el Estado”).  La petición fue presentada en representación de James Wilson Chambers (en adelante, “la presunta víctima” o “el señor Chambers”) quien al momento de la presentación de la petición se encontraba privado de la libertad en el corredor de la muerte en el estado de Missouri.
2. El peticionario sostiene que la pena impuesta al señor Chambers es desproporcionada; que se violaron las garantías del debido proceso; que la presunta víctima sufría de una discapacidad mental; y que estuvo privada de la libertad en condiciones inhumanas.  El señor Chambers fue ejecutado en el estado de Missouri el 15 de noviembre de 2000 a pesar de que la CIDH había otorgado medidas cautelares a su favor.  Al momento de la redacción del presente informe, el Estado aún no había presentado sus observaciones.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar la posición del peticionario, y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 31 a 34 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, “la Declaración Americana”).  Asimismo, conforme al principio iura novit curia, la Comisión decide declarar admisible la petición respecto de la presunta violación del derecho consagrado en el artículo XXV de la Declaración Americana.  La Comisión decide además notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
5. La CIDH recibió la petición el 9 de noviembre de 2000 y al día siguiente transmitió copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de 90 días para someter sus observaciones de conformidad con el Reglamento entonces en vigor.  El 14 de noviembre de 2000 el Estado acusó recibo de la comunicación de la Comisión Interamericana.  De acuerdo a información pública disponible, la presunta víctima fue ejecutada en el estado de Missouri el 15 de noviembre de 2000
. 
6. El 13 de enero de 2010 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario.  A la fecha de la redacción de este informe, la Comisión Interamericana no ha recibido comunicación adicional alguna de las partes.
Medidas cautelares

7. El 10 de noviembre de 2000 la CIDH notificó al Estado el otorgamiento de medidas cautelares a favor de la presunta víctima y solicitó la suspensión de la ejecución hasta tanto se pronunciara sobre el fondo de la petición.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Posición del peticionario
8. Según el peticionario, el señor Chambers, luego de haber sido sometido a tres juicios, fue condenado a pena de muerte en el estado de Missouri por el delito de homicidio castigado con la pena de muerte.  Señala que los dos primeros juicios fueron revocados por razones de constitucionalidad.  El primero fue revocado con base en la falta de instrucción al jurado respecto a la legítima defensa y el segundo debido a una falla de la asistencia letrada al no haber citado a testigos favorables a la versión del señor Chambers.  Indica que todos los recursos internos fueron agotados; que poco antes de acudir a la CIDH la Corte Suprema de Estados Unidos había negado una petición de certiorari; y que la Corte Suprema de Missouri emitió una orden de ejecución para el 15 de noviembre de 2000.  
9. Respecto a las presuntas violaciones de derechos humanos en perjuicio de la presunta víctima, manifiesta que la pena es desproporcionada; que se violaron garantías del debido proceso; que el señor Chambers sufría de discapacidad mental; y que las condiciones de detención en el corredor de la muerte eran inhumanas.

10. En relación con el primer alegato, habría una desproporción entre la pena y el incidente que originó la condena.  Señala el peticionario que el homicidio se dio en el contexto de una pelea fuera de un bar, en la cual una persona perdió la vida luego de recibir un solo tiro.  Asimismo, no habría registro de un caso similar en el que se haya aplicado la pena de muerte.  Al respecto, indica el peticionario que en un caso parecido al presente, la Corte Suprema de Nevada revirtió la condena por considerarla desproporcionada.  Menciona por otra parte que, de acuerdo a la prueba existente, la persona por cuya muerte fue condenado el señor Chambers era violenta y había estado involucrada en varios altercados similares al que llevó a su muerte.  
11. Respecto a las supuestas violaciones al debido proceso, manifiesta el peticionario que a la presunta víctima no se le permitió la realización de una audiencia probatoria respecto al principal testigo de la fiscalía, quien habría dado cuatro versiones distintas sobre lo ocurrido el día de los hechos.  Señala que dicho testigo declaró en un inicio que, al momento del altercado, se encontraba sentado en el bar y que vio el tiroteo desde la ventana.  Posteriormente se habría descubierto que la ventana estaba pintada de negro, motivo por el cual el testigo, con la ayuda de la fiscalía, habría cambiado su versión, e indicado que vio el tiroteo desde la puerta del bar.  Por otra parte, alega el peticionario que la fiscalía no reveló prueba material favorable a la tesis de la legítima defensa de la presunta víctima.
12. De acuerdo al peticionario, el señor Chambers poseía una baja capacidad mental, con un coeficiente intelectual de 78.  Señala que esta importante información no fue puesta en conocimiento del jurado en la fase del establecimiento de la pena del tercer juicio.  Asimismo, uno de los miembros de dicho jurado habría enviado voluntariamente una declaración jurada al entonces Gobernador de Missouri en la que se indicaba que, de haber conocido dicha información sobre la capacidad mental del señor Chambers, no habría votado a favor de la pena de muerte.  
13. En relación con las condiciones carcelarias, el peticionario alega que la presunta víctima estuvo privada de la libertad en el corredor de la muerte durante más de 15 años; que durante ese período recibió dos órdenes de ejecución; y que entre 1982 y 1989 estuvo recluido en el sótano del Missouri State Penitentiary ubicado en la ciudad de Jefferson.  Indica que las condiciones de detención en dicha prisión fueron inhumanas, motivo por el cual la presunta víctima y otros internos presentaron un recurso federal en agosto de 1985.  Dicho recurso habría sido objeto de un arreglo extrajudicial iniciado por el gobierno estatal.
14. Por último, el peticionario indica que la mayoría de las demoras en el juicio realizado contra el señor Chambers se debieron a la conducta del estado de Missouri, en particular, a la falta de instrucción del jurado respecto a la legítima defensa en el juicio de 1982 y a la ineficacia de la asistencia letrada en el juicio de 1985.  Al respecto concluye que, del tiempo que permaneció privado de la libertad, 9 años y 7 meses se debieron a las inconstitucionalidades de los dos primeros juicios.  Con base en todo lo anterior, el peticionario alega que el Estado violó los derechos reconocidos en los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio del señor Chambers.

B.
Posición del Estado
15. El 14 de noviembre de 2000 el Estado acusó recibo de la comunicación de la CIDH, e indicó que trasladaría inmediatamente dicha información a las respectivas autoridades estatales para su consideración.  Hasta la fecha de aprobación del presente informe, la Comisión Interamericana no ha recibido las observaciones del Estado sobre los alegatos del peticionario.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia 
16. El peticionario se encuentra facultado para presentar peticiones, en principio, por el artículo 23 del Reglamento de la Comisión Interamericana.  La petición señala como presunta víctima a una persona individual, respecto de quien Estados Unidos se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Declaración Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión Interamericana señala que Estados Unidos está sujeto a las obligaciones que impone la Declaración Americana de acuerdo con la Carta de la OEA, el Estatuto de la CIDH en su artículo 20 y el Reglamento de la misma en su artículo 51.  Estados Unidos es parte de la Organización de los Estados Americanos desde el 19 de junio de 1951, fecha en que depositó su instrumento de ratificación de la Carta de la OEA
, y está sometido a la jurisdicción de la CIDH desde su creación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 
17. Asimismo, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Declaración Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Estados Unidos, Estado Parte de dicha Declaración.  La CIDH tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Declaración Americana.

B. Requisitos de Admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
18. El artículo 31(1) del Reglamento de la Comisión establece que, para que sea admisible una petición presentada ante la Comisión Interamericana, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.
19. El peticionario alega que todos los recursos internos fueron agotados.  Si bien no da detalles respecto a cada recurso presentado, indica que una petición de certiorari ante la Corte Suprema de los Estados Unidos fue rechazada poco antes de la presentación de la petición ante la CIDH (no se indica la fecha de la notificación del rechazo).  Por otra parte, de acuerdo a información pública disponible, el 14 de noviembre de 2000, esto es, con posterioridad a la presentación de la petición ante la CIDH, una solicitud de certiorari presentada ante la Corte Suprema de Missouri así como una petición de hábeas corpus fueron rechazadas
.  Asimismo, al momento de presentación de la petición ante la CIDH, la Corte Suprema de Missouri ya había emitido la orden de ejecución de la pena de muerte, lo cual demuestra que no existían recursos pendientes a nivel interno.  

20. Por lo tanto, la Comisión concluye que en el presente caso se han interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con el artículo 31(1) del Reglamento de la Comisión.
2.
Plazo de presentación de la petición
21. El artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión requiere que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha de notificación de la decisión definitiva.  En la petición bajo análisis, dos recursos fueron rechazados con posterioridad a la presentación de la petición.  Por lo tanto, la Comisión concluye que la presente petición cumple el requisito establecido en el artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión.

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
22. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 33(1) del Reglamento de la Comisión.

4.
Caracterización de los hechos alegados
23. El artículo 34(a) del Reglamento de la Comisión Interamericana dispone que las peticiones que se presenten ante la CIDH deben afirmar hechos que tiendan a establecer una violación de los derechos referidos en su artículo 27, en cuyo defecto la petición debe ser desestimada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente”, según lo dispuesto en su artículo 34(b).  El criterio para analizar la admisibilidad difiere del utilizado para el análisis del fondo de la petición dado que la Comisión Interamericana sólo realiza un análisis prima facie para determinar si los peticionarios establecen la aparente o posible violación de un derecho garantizado por la Declaración Americana.  Se trata de un análisis preliminar que no implica prejuzgar o emitir una opinión preliminar sobre el fondo de la cuestión.
24. El peticionario sostiene que hay una desproporción entre la pena impuesta al señor Chambers y el incidente que la originó; que no se le permitió la realización de una audiencia probatoria respecto al principal testigo de la fiscalía; y que ésta no reveló prueba material favorable a la presunta víctima.  Alega además que el señor Chambers sufría de una baja capacidad mental, lo cual no habría sido puesto en conocimiento del jurado durante la fase del establecimiento de la pena.  El peticionario manifiesta asimismo que la presunta víctima permaneció privada de la libertad en el corredor de la muerte por más de 15 años; que durante seis de dichos años estuvo recluida en condiciones inhumanas; y que la demora en el juicio se debió principalmente a la conducta de las autoridades estatales.
25. La Comisión Interamericana, al tomar en cuenta el nivel de escrutinio más riguroso que ha aplicado en los casos de pena de muerte
, observa que los alegatos del peticionario, en caso de ser probados, podrían caracterizar violaciones a los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana y, por aplicación del principio iura novit curia, del artículo XXV de dicha Declaración respecto a las presuntas condiciones inhumanas de detención.  La CIDH reitera la obligación más severa de verificar que toda privación de la vida que resulte de la aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente los requisitos de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos aplicables, incluida la Declaración Americana
. 
26. Por último, la CIDH observa que la presente denuncia posee implicaciones dentro del marco de las obligaciones del Estado con el sistema interamericano de derechos humanos, dado el incumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por este órgano.  Tal como lo ha subrayado la Comisión Interamericana en numerosas ocasiones, “la omisión, por parte de un Estado miembro de la OEA, de su obligación de preservar la vida de un prisionero mientras se realiza el examen de su denuncia por parte de la Comisión Interamericana, compromete la eficacia del proceso seguido por la Comisión Interamericana, priva a las personas condenadas de su derecho de petición en el sistema interamericano de derechos humanos y determina perjuicios graves e irreparables para esas personas”
.  Si bien la falta de información posterior actualizada puede dificultar la tramitación del caso, y eventualmente producir una decisión de archivo, en el presente caso los elementos ya presentados tienden a establecer una violación a los efectos de la decisión de admisibilidad.
27. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es manifiestamente infundada ni improcedente y declara que el peticionario ha cumplido, prima facie, los requisitos establecidos en el artículo 34 del Reglamento de la Comisión.  
V.
CONCLUSIONES

28. La Comisión Interamericana concluye que es competente para tomar conocimiento del presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 31 a 34 de su Reglamento. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos I, XVIII y XXVI de la Declaración Americana; y por aplicación del principio iura novit curia, declarar admisible la presente petición en relación con el artículo XXV de dicho instrumento.
2.
Notificar a las partes la presente decisión;

3.
Continuar con el análisis del fondo del caso;
4.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de julio de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González  y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.


� Información disponible en: � HYPERLINK "http://www.clarkprosecutor.org/html/death/US/chambers675.htm" ��http://www.clarkprosecutor.org/html/death/US/chambers675.htm� 


� Véase también Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OC-10/89, párr. 45 (14 de julio de 1989).


� Información disponible en el Journal of the Supreme Court of the United States, página 315. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.supremecourt.gov/orders/journal/jnl00.pdf" ��http://www.supremecourt.gov/orders/journal/jnl00.pdf�. 


� Véanse CIDH, Informe No. 60/11, Peticiones P-11.575 y otras, Admisibilidad, Clarence Allen Lackey y otros, 24 de marzo de 2011, párr. 158; Informe No. 77/09, Petición 1349-07, Admisibilidad, Orlando Cordia Hall, Estados Unidos, 5 de agosto de 2009, párr. 47; e Informe No. 61/03, Petición 4446-02, Admisibilidad, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, párr. 66.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12.430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 43.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12.430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 75.





